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1.- VISTOS 

Una vez se ha solucionado el error en el trámite del recurso de apelación por parte del Juzgado de primer grado
, procede la Sala a desatar el recurso de apelación interpuesto por la interna DEYANIRA PINEDA QUINTERO contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual revocó la prisión domiciliaria que disfrutaba. 
2.- PROVIDENCIA 

En su determinación, la señora Juez que para ese momento fungía como ejecutora de la pena tuvo en cuenta que la detenida había sido condenada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Popayán (Cca.) a la pena de prisión de sesenta y tres (63) meses por el punible de Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, pena que le fue sustituida por prisión domiciliaria en consideración a su condición de madre cabeza de familia.
Fue base del proferimiento hecho, el informe presentado por la Directora del Centro de Reclusión de Mujeres en el que se daba cuenta que en control telefónico efectuado el tres (3) de septiembre de 2006, se encontró la novedad de que la señora PINEDA QUINTERO no se encontraba en el sitio de reclusión, es decir, su residencia. Por esta razón, se dispuso dar trámite a lo ordenado en el artículo 486 del C.P.P. de 2000 y en consecuencia se obtuvo la respuesta de la sentenciada, quien afirmó que en efecto había salido de su residencia en la mencionada fecha porque necesitaba comprar lana para terminar un trabajo que debía llevar al siguiente día a la Cárcel La Badea. La interna, puso de presente que vivía sola y únicamente tenía la compañía de una hija que es “especial”, además, que no contaba con la ayuda de otras personas. Agregó que para esos menesteres le ayudaba una amiga, quien no pudo hacerlo para esa fecha por tener un pie enyesado.
Frente a las explicaciones vertidas, por parte del despacho de primer nivel se dispuso la práctica de visita socio familiar, producto de la cual se estableció que la interna habitaba con dos (2) personas, el padre y su hija de diecinueve (19) años que padece trastornos mentales; que una de sus hermanas vive en una invasión cercana a su residencia; que cuenta con el soporte económico suministrado por su padre que percibe el arrendamiento de la parte baja de la casa que habitan; y finalmente, que en efecto la sentenciada realiza bordados, para lo cual cuenta con la colaboración de vecinas, en especial una, quienes le consiguen y regalan el material.

De ese resultado, concluyó que si bien era cierto lo afirmado por la señora PINEDA QUINTERO en cuanto laboraba en manualidades y tener una hija que sufre de alteraciones mentales, no lo era menos que no vivía sola como afirmaba y que por lo mismo, bien podía haber solicitado a su señor padre que le consiguiera la lana o en su defecto, a su hermana que vive en sector o a otra de sus amigas -dado que quien ella afirmaba le ayudaba estaba imposibilitada para cumplir ese encargo-.

Coligió entonces que el abandono que había hecho de su residencia era un hecho injustificado y censurable, debido a que la visita practicada había evidenciado la falta de veracidad en sus afirmaciones. Debía por tanto, soportar las consecuencias que acarreaba el quebrantamiento de los compromisos legales que se le impusieron para que pudiese gozar del beneficio de la prisión domiciliaria, dado que era conocedora de su obligación de permanecer en su lugar de habitación, con las mismas limitaciones que tiene quien permanece recluido en un centro carcelario.  

3.-  RECURSO

Sostiene la interna apelante, que el informe de la Trabajadora Social corrobora lo dicho por ella en el oficio de descargos, si bien allí se dice que convive con dos (2) personas, no se especifica que la edad de su progenitor es de ochenta y dos (82) años, persona de la tercera edad.

Es por ello, que se considera una persona sola, ya que su hija de diecinueve (19) años sufre trastornos mentales y no se puede valer por sí misma y por la edad avanzada de su padre, le es imposible valerse de él para cualquier trámite o mandado. En lo que hace con su vecina de nombre IRMA, tuvo la mala suerte para esos días de estar enyesada e incapacitada para su movilización y explica además, que su hermana nunca se le presta para ayudarle y vive lejos de su hogar en una invasión.

Solicita que no se revoque el beneficio que disfruta. 
4.-  SE CONSIDERA

Tiene competencia funcional la Sala para desatar la apelación interpuesta en contra del auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000.

En el fondo del asunto que concita nuestra atención, debe advertirse desde ya, que no se encuentra razón alguna que haga posible modificar la decisión adoptada por el Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta a la señora PINEDA QUINTERO. Se dice así, por cuanto la actuación revisada, cumplió fielmente el derrotero trazado por la ley procesal para estos eventos, dado que se dio oportunidad a la sentenciada para que explicara su comportamiento y se practicaron los medios probatorios pertinentes que al unísono desvirtuaron la excusa por ella vertida.

Por demás, la situación que en decir de la sentenciada originó la salida de su lugar de habitación y reclusión, no tiene la entidad suficiente para justificar que no se hubiera contado primero con la respectiva autorización por parte del Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta, habida cuenta de no tratarse de una situación de extrema gravedad o peligro. La pretendida adquisición de los elementos que requería para sus labores, no podía bajo ninguna circunstancia tener una connotación tal que le permitiera de buenas a primeras faltar a su obligación de permanecer en el sitio de reclusión domiciliaria. En ese entendido, concuerda el Tribunal con la decisión adoptada en la instancia, máxime si como se desprende de la visita socio-familiar practicaba, la compra de los materiales aducidos era diligencia no urgente y que pudo ser realizada por otras personas que conviven cerca de la señora PINEDA QUINTERO.
No desconoce la Sala la situación familiar de la sentenciada, la misma fue previamente valorada por el Juzgado de conocimiento al imponerle la condigna sanción, infortunadamente ahora de lo que se trata es del incumplimiento de unas obligaciones previamente adquiridas como condición para la sustitución concedida que necesariamente debe ser sancionado conforme lo establece la ley. Por manera que no resulta conveniente a los fines de la pena, consagrados en el artículo 5º del Código Penal, en especial los atinentes con una retribución justa y la reinserción social, permitir que una persona a quien se le ha dado una oportunidad a la que no todos los sentenciados acceden, regrese a su entorno social y familiar luego de haber sido inferior al compromiso adquirido, al abandonar sin justificación el lugar por ella escogida para purgar su pena, pueda seguir disfrutando de la gracia concedida.
Basten estos breves planteamientos para colegir que la decisión apelada merece confirmarse.   

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de apelación. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

   LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
� En el Juzgado de origen no se dieron los traslados pertinentes para sustentación del recurso tal como lo establece el artículo 194 de la Ley 600 de 2000, situación que fue advertida por la Sala y fue causa de la devolución del expediente para la respectiva corrección.
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